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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, México, a veintiocho de abril de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTOS los expedientes electrónicos formados con motivo de los recursos de revisión 01825/INFOEM/IP/RR/2026, interpuestos por un ciudadano que manifiesta su nombre como dato de identificación, en lo sucesivo el Recurrente; en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Jilotepec, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S

PRIMERO. De la solicitud de información.
Con fecha cinco de febrero de dos mil veintiséis, el Recurrente presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante el Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública registrada con número de expediente 00008/JILOTEPE/IP/2026, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:

«Solicito: 1. El Programa Municipal de Seguridad Pública 2. Acta de sesion de cabildo en el que fue presentado 3. Oficio de validación/autorización del programa Municipal de Seguridad Pública de las instituciones estatales correspondientes. 4. El Reglamento de Seguridad Pública 5. Diagnóstico Municipal de Seguridad Pública en consideración de la siguiente información: 6. Estadísticas por colonia, mapas de calor, violencia de género (desagregado por tipo), delitos patrimoniales, consumo de sustancias, indicadores de atención a llamadas de emergencia del Centro de Mando; del año 2022, 2023, 2024, 2025, y del mes de enero de 2026. 7. Área encargada de la integración de la información. 8. Perfil del o los servidores públicos responsables de la clasificación, integración y análisis de la información estadística. 9. Organigrama de la Dirección Municipal de Seguridad Pública 10. Perfil académico, laboral, certificaciones vigentes, experiencia policial del Titular de Seguridad Pública, de los Directores de Área, Subdirectores, Jefes de Departamento, Jefes de turno según corresponda. 11. Nombramiento del Titular de Seguridad Pública, de los Directores de Área, Subdirectores y Jefes de Departamento, Jefes de turno según corresponda. 12. En caso de extitulares que hayan laborado en el periodo 2025, Subdirectores, Jefes de Departamento, Jefes de turno, integrar la información de su perfil académico, laboral y experiencia policial en diversos ámbitos institucionales. LÍNEAS DE ATENCIÓN EN LOS SIGUIENTE CASOS: En caso de no existir información, favor de anexar la declaratoria formal de inexistencia. En caso de contener datos sensibles, solicito versión pública testada. En caso de reserva, solicito: a) Acta del Comité de Transparencia b) Fundamento jurídico c) Prueba de daño d) Plazo de reserva e) Secciones clasificadas» (Sic)

Modalidad de entrega: a través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
De las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el once de febrero de dos mil veintiséis, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información manifestando lo siguiente:


	«Folio de la solicitud: 00008/JILOTEPE/IP/2026

	

	En atencion a su solicitud de información con numero economico : 0008/JILOTEPE/IP/2026, se remite la respuesta mediante archivo en formato PDF denominado:"RESPUESTA A SOLICITUD 08-26_0001" y documentos anexos denominados "10.1, Acta Sesión Ordinaria 2.1, IPH 2022 6.1, IPH 2023 6.1, IPH 2024 6.1, IPH 2025 6.1, IPH 2026 ENERO 6.1, Nombramiento del Coordinador de C2, Nombramiento del Director, Nombramiento Subdirector, organigrama sc 9.1, programa municipal 1.1, REGLAMENTO INTERNO 4.1,

	

	ATENTAMENTE

	

	LIC. RAYMUNDO DE JESÚS ALCÁNTARA» (Sic)



El Sujeto Obligado adjuntó a su respuesta el documento denominado "Acta Sesión Ordinaria 2.1.pdf", "IPH 2022 6.1.xlsx", "IPH 2023 6.1.xlsx", "Nombramiento del Director.pdf", "Nombramiento del Coordinador de C2.pdf", "RESPUESTA A SOLICITUD 08-26_0001.pdf", "IPH 2026 ENERO 6.1.xlsx", "IPH 2025 6.1.xlsx", "organigrama sc 9.1.pdf", "IPH 2024 6.1.xlsx", "programa municipal 1.1.pdf", "REGLAMENTO INTERNO 4.1.pdf", "10.1.pdf" y "Nombramiento Subdirector.pdf" los cuales no se reproducen por ser del conocimiento de las partes; no obstante, su contenido será motivo de análisis en el estudio correspondiente.


TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con las respuestas emitidas por el Sujeto Obligado, en fecha doce de febrero de dos mil veintiséis, el Recurrente interpuso el presente recurso de revisión, el cual fue registrado en el SAIMEX con el expediente número 01825/INFOEM/IP/RR/2026, manifestando lo siguiente, en ambos casos: 

Acto Impugnado: 
«La respuesta emitida por el Ayuntamiento de Jilotepec, Estado de México, a la solicitud de información con folio 008/JILOTEPE/IP/2026, Notificada en fecha 12 de febrero del año en curso, por resultar incompleta y presentar falta de precisión en relación con la información requerida.» (Sic) 

Razones o Motivos de Inconformidad: 
«A partir de la información remitida por esa autoridad municipal en respuesta a la solicitud presentada, y derivado del análisis realizado a la documentación proporcionada, se solicita atentamente precisar, y en su caso, complementar la información dentro del alcance de la presente solicitud, no constituye una ampliación ni genera una nueva solcitud, sino que tiene por objeto clarificar y detallar la información ya requerida y no observada: 1. Clasificación de delitos Se solicita precisar si el municipio cuenta con una clasificación sistematizada de delitos conforme al Código Penal aplicable. En caso afirmativo, remitir estadística agregada anual 2022–2025 y enero 2026 por tipo penal. En caso negativo, informar si existe metodología posterior de clasificación para fines de análisis. 2. Identificación territorial El Programa Municipal establece la identificación de cuadrantes de mayor índice delictivo. Se solicita remitir documento, mapa o informe donde se identifiquen dichos cuadrantes, así como la estadística agregada por colonia o comunidad que sustente dicha identificación, incluyendo la metodología empleada. 3. Violencia de género Se solicita número de eventos relacionados con violencia de género correspondientes a los años 2022–2025 y enero 2026, con desagregación por tipo (familiar, sexual, psicológica u otros), así como indicador de canalización institucional. 4. Indicadores de desempeño operativo Se solicita precisar si el municipio cuenta con indicadores tales como: tiempo promedio de respuesta a llamadas; tasa de puesta a disposición respecto al total de intervenciones; porcentaje de llamadas clasificadas como falsa alarma; y trazabilidad entre llamada recibida en C2 y evento registrado en IPH. En caso afirmativo, remitir los indicadores agregados correspondientes. 5. Vigencia del Programa Municipal de Seguridad Pública El Programa remitido corresponde al periodo 2022–2024. Se solicita precisar si existe Programa Municipal de Seguridad Pública correspondiente al periodo 2025–2027, o en su caso, remitir acta de Cabildo que formalice su ratificación o vigencia, hay que precisar que se observan diferencias entre organigramas remitidos, en ese sentido, se infiere un Programa diferente para el actual periodo. 6. Nombramientos vigentes Se solicita remitir los nombramientos (por Cabildo o por Ejecutivo Mpal) vigentes de: a) Director b) Subdirector c) Coordinador de Protección Civil d) Titular de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia e) Jefes de turno A y B Documento de designación del Secretario Técnico (o figura equivalente) del Consejo Municipal de Seguridad Pública, precisando su denominación formal (Secretario del Consejo se refiere al Secretario Técnico del Consejo o es otra figura adminstrativa en el organigrama). Lo anterior se solicita en términos de los principios de exhaustividad, máxima publicidad y congruencia de la respuesta, a efecto de contar con un panorama institucional integral y consistente. Sin más por el momento» (Sic) 

CUARTO. Del turno y admisión de los recursos de revisión.
El medio de impugnación fue turnado al Comisionado José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico SAIMEX, en términos del artículo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, el cual recayó en acuerdo de admisión en fecha diecisiete de febrero de dos mil veintiséis, determinándose en ellos, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Durante la etapa de instrucción, en el sumario se observa el Sujeto Obligado fue omiso en rendir su informe justificado; en tanto que el Recurrente, presento un escrito con alegatos “ALEGATOS RECURSO REVISIÓN JILOTEPEC 0008.pdf” cuya constancia obra en el expediente electrónico.

El contenido de la documentación referida será motivo de análisis en el estudio correspondiente.

SEXTO. Del cierre de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal, se decretó el cierre de instrucción en los recursos de revisión en fecha cinco de marzo de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

El día catorce de abril de dos mil veintiséis, con fundamento en el artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se amplió por un periodo de quince días, el plazo para resolver el citado medio de impugnación, con el fin de contar con los elementos suficientes para proponer al Pleno de este Instituto la resolución que en derecho corresponda. 


C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión conforme a lo dispuesto en los artículos 5 párrafos cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; artículo 2 fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9 fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es menester señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

Por lo anterior, es una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso que dotan de seguridad jurídica las resoluciones, máxime que es una figura procesal adoptada en la ley de la materia[footnoteRef:1], la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo, sin estudiar el fondo del asunto. [1:  Estudio oficioso o a petición de parte que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines, sirviendo de sustento la tesis aislada XVI.1o.A.T.2 K visible en el Semanario Judicial de la Federación bajo el número de registro 2000365 cuyo rubro y texto establece lo siguiente:

IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


Así las cosas, en la especie, no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las referidas en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, encontrándose actualizados todos los presupuestos procesales para atender el fondo del asunto, en los términos del considerando posterior.

CUARTO. Estudio y resolución del asunto.
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.

Por tanto, es conveniente recordar que el hoy Recurrente, solicita al Sujeto Obligado, respecto de la solicitud de información 00008/JILOTEPE/IP/2026, medularmente lo siguiente:

1. El Programa Municipal de Seguridad Pública 
2. Acta de sesion de cabildo en el que fue presentado 
3. Oficio de validación/autorización del programa Municipal de Seguridad Pública de las instituciones estatales correspondientes. 
4. El Reglamento de Seguridad Pública 
5. Diagnóstico Municipal de Seguridad Pública en consideración de la siguiente información: 
Estadísticas por colonia, mapas de calor, violencia de género (desagregado por tipo), delitos patrimoniales, consumo de sustancias, indicadores de atención a llamadas de emergencia del Centro de Mando; del año 2022, 2023, 2024, 2025, y del mes de enero de 2026. 
6. Área encargada de la integración de la información. 
7. Perfil del o los servidores públicos responsables de la clasificación, integración y análisis de la información estadística. 
8. Organigrama de la Dirección Municipal de Seguridad Pública 
9. Perfil académico, laboral, certificaciones vigentes, experiencia policial del Titular de Seguridad Pública, de los Directores de Área, Subdirectores, Jefes de Departamento, Jefes de turno según corresponda. 
10. Nombramiento del Titular de Seguridad Pública, de los Directores de Área, Subdirectores y Jefes de Departamento, Jefes de turno según corresponda. 
11. En caso de extitulares que hayan laborado en el periodo 2025, Subdirectores, Jefes de Departamento, Jefes de turno, integrar la información de su perfil académico, laboral y experiencia policial en diversos ámbitos institucionales. 

LÍNEAS DE ATENCIÓN EN LOS SIGUIENTE CASOS: En caso de no existir información, favor de anexar la declaratoria formal de inexistencia. En caso de contener datos sensibles, solicito versión pública testada. En caso de reserva, solicito: a) Acta del Comité de Transparencia b) Fundamento jurídico c) Prueba de daño d) Plazo de reserva e) Secciones clasificadas


A la solicitud de información pública, el Sujeto Obligado respondió sustancialmente que se remite la respuesta propiamente a través del archivo “RESPUESTA A SOLICITUD 08-26_0001” y documentos anexos.
1. RESPUESTA A SOLICITUD 08-26_0001 Oficio DCSyPC/060/2026, emitido por el Director de Seguridad Ciudadana y Protección Civil, en síntesis manifestando que respecto de los puntos 1, 2, 4, 5, 8, 9, 10 y 11 se anexan digitalizados; en tanto que el 3, no se cuenta con ello únicamente la aprobación de Cabildo. Y como respuesta directas al punto seis: Dirección y Centro de Comando y Control C2; y, 7: policías operativos.
-Finaliza el oficio con firma y sello-
2. REGLAMENTO INTERNO 4.1 Reglamento Interno de la Dirección de Seguridad Ciudadana y Protección Civil.
3. programa municipal 1.1 Programa municipal de Seguridad Pública de Jilotepec, Estado de México, 2022-2024.
4. organigrama sc 9.1 Organigrama de la Dirección de Seguridad Ciudadana y Protección Civil 2025-2027.
5. Nombramiento Subdirector Nombramiento del Subdirector de Seguridad Ciudadana de la administración municipal 2025-2027.
6. Nombramiento del Director Nombramiento del Director de Seguridad Ciudadana de la administración municipal 2022-2024.
7. Nombramiento del Coordinador de C2 Nombramiento del Coordinador del Centro de Comando y Control (C2) de fecha 16 de enero de 2026.
8. Acta Sesión Ordinaria 2.1 Acta de la Sesión ordinaria de cabildo no 98, celebrada el veintiséis de abril de dos mil veinticuatro.
Y anexos del punto 7, relativo a la aprobación de nombramientos de encargados de despacho de diversas áreas de la Administración Municipal central y descentralizada. En total 9 currículum vitae, 
Dejando a la vista en aquellos, calve CURP, RFC, correo electrónico particulares, entre otros datos.
9. 10.1 Tabla con estadísticas de 2022 a 2026, del total de llamadas de emergencia recibidas.
10. IPH 2022 6.1 Tablas Excel del año que se indica, con registros de delitos o faltas administrativas, desglosado por mes.
11. IPH 2023 6.1 Tablas Excel del año que se indica, con registros de delitos o faltas administrativas, desglosado por mes.
12. IPH 2024 6.1 Tablas Excel del año que se indica, con registros de delitos o faltas administrativas, desglosado por mes.
13. IPH 2025 6.1 Tablas Excel del año que se indica, con registros de delitos o faltas administrativas, desglosado por mes.
14. IPH 2026 ENERO 6.1 Tablas Excel del año que se indica, con registros de delitos o faltas administrativas, desglosado del mes de enero.

Ante la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, el Recurrente consideró que se trasgredió su derecho a la información pública, por lo que interpuso el recurso de revisión al rubro citado, señalando como acto impugnado que la respuesta carece de precisión y en agravios que “A partir de la información remitida por esa autoridad municipal en respuesta a la solicitud presentada, y derivado del análisis realizado a la documentación proporcionada, se solicita atentamente precisar, y en su caso, complementar la información dentro del alcance de la presente solicitud, no constituye una ampliación ni genera una nueva solcitud, sino que tiene por objeto clarificar y detallar la información ya requerida y no observada: 1. Clasificación de delitos Se solicita precisar si el municipio cuenta con una clasificación sistematizada de delitos conforme al Código Penal aplicable. En caso afirmativo, remitir estadística agregada anual 2022–2025 y enero 2026 por tipo penal. En caso negativo, informar si existe metodología posterior de clasificación para fines de análisis. 2. Identificación territorial El Programa Municipal establece la identificación de cuadrantes de mayor índice delictivo. Se solicita remitir documento, mapa o informe donde se identifiquen dichos cuadrantes, así como la estadística agregada por colonia o comunidad que sustente dicha identificación, incluyendo la metodología empleada. 3. Violencia de género Se solicita número de eventos relacionados con violencia de género correspondientes a los años 2022–2025 y enero 2026, con desagregación por tipo (familiar, sexual, psicológica u otros), así como indicador de canalización institucional. 4. Indicadores de desempeño operativo Se solicita precisar si el municipio cuenta con indicadores tales como: tiempo promedio de respuesta a llamadas; tasa de puesta a disposición respecto al total de intervenciones; porcentaje de llamadas clasificadas como falsa alarma; y trazabilidad entre llamada recibida en C2 y evento registrado en IPH. En caso afirmativo, remitir los indicadores agregados correspondientes. 5. Vigencia del Programa Municipal de Seguridad Pública El Programa remitido corresponde al periodo 2022–2024. Se solicita precisar si existe Programa Municipal de Seguridad Pública correspondiente al periodo 2025–2027, o en su caso, remitir acta de Cabildo que formalice su ratificación o vigencia, hay que precisar que se observan diferencias entre organigramas remitidos, en ese sentido, se infiere un Programa diferente para el actual periodo. 6. Nombramientos vigentes Se solicita remitir los nombramientos (por Cabildo o por Ejecutivo Mpal) vigentes de: a) Director b) Subdirector c) Coordinador de Protección Civil d) Titular de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia e) Jefes de turno A y B Documento de designación del Secretario Técnico (o figura equivalente) del Consejo Municipal de Seguridad Pública, precisando su denominación formal (Secretario del Consejo se refiere al Secretario Técnico del Consejo o es otra figura adminstrativa en el organigrama). Lo anterior se solicita en términos de los principios de exhaustividad, máxima publicidad y congruencia de la respuesta, a efecto de contar con un panorama institucional integral y consistente. Sin más por el momento.”

Del análisis a los agravios manifestados, se parecía en que el Recurrente plantea cuestiones novedosas de la litis original, esto derivado a la información que le fue proporcionada en respuesta, surgieron nuevas interrogantes que plantea en esta etapa procedimental.
Dejando únicamente como puntos controvertidos los relativos al programa municipal de seguridad pública (punto 1) y a los nombramientos de Titulares, Directores de área, subdirectores, jefes de departamento y jefes de turno (punto 10). En los restantes se tienen por consentidos, ello en razón de que no muestra inconformidad en relación a lo pedido inicialmente, sino que como se dijo, de la información entregada en respuesta surgieron planteamientos específicos e incluso información formulada con interrogantes abiertas.

Por lo que, desde este momento, se anuncia al Recurrente o particular que se dejan a salvo sus derechos para presentar una o diversas nuevas solicitudes de información ante este mismo Sujeto Obligado, con la finalidad de dilucidar las inquietudes y planteamientos de información vertidos en al momento de presentar este medio de impugnación. 

Luego entonces, con relación a lo pedido en los numerales 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 11, no fueron materia de disenso por parte de la particular, es decir, deben declararse consentidas por el hoy Recurrente, ya que no pueden producirse efectos jurídicos tendentes a revocar, confirmar o modificar la parte de la respuesta con relación a la parte de la solicitud que no fue motivo de disenso ya que se infiere un consentimiento del Recurrente ante la falta de impugnación eficaz. Sirve de sustento a lo anterior, por analogía, la tesis jurisprudencial, que a la letra dice: 
“Época: Novena
Registro: 176608
Tipo de tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Diciembre de 2005, Tomo XXII
Materia (s): Común
Tesis: VI. 3o.C. J/60
Página: 2365
 ACTOS CONSENTIDOS. SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO. 
Debe reputarse como consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por la ley, ya que si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.
Amparo en revisión 2/90. Germán Miguel Núñez Rivera. 13 de noviembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Brito Velázquez. Secretaria: Luz del Carmen Herrera Calderón.
Amparo en revisión 393/90. Amparo Naylor Hernández y otros. 6 de diciembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Brito Velázquez. Secretaria: María Dolores Olarte Ruvalcaba.
Amparo directo 352/2000. Omar González Morales. 1o. de septiembre de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Teresa Munguía Sánchez. Secretaria: Julieta Esther Fernández Gaona.
Amparo directo 366/2005. Virginia Quixihuitl Burgos y otra. 14 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Norma Fiallega Sánchez. Secretario: Horacio Óscar Rosete Mentado.
Amparo en revisión 353/2005. Francisco Torres Coronel y otro. 4 de noviembre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Filiberto Méndez Gutiérrez. Secretaria: Carla Isselín Talavera.” [Sic]

De forma complementaria, robustece lo anterior el criterio 01/20 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, cuyo rubro y texto señalan a la literalidad lo siguiente: 
“ACTOS CONSENTIDOS TÁCITAMENTE. IMPROCEDENCIA DE SU ANÁLISIS. 
Si en su recurso de revisión, la persona recurrente no expresó inconformidad alguna con ciertas partes de la respuesta otorgada, se entienden tácitamente consentidas, por ende, no deben formar parte del estudio de fondo de la resolución que emite el Instituto. 
Resoluciones:
1. RRA 4548/18. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 12 de septiembre de 2018. Por unanimidad. Comisionado Ponente Oscar Mauricio Guerra Ford.
http://consultas.ifai.org.mx/descargar.php?r=./pdf/resoluciones/2018/&a=RRA%204548.pdf
2. RRA 5097/18. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 05 de septiembre de 2018. Por unanimidad. Comisionado Ponente Joel Salas Suárez.
http://consultas.ifai.org.mx/descargar.php?r=./pdf/resoluciones/2018/&a=RRA%205097.pdf
3. RRA 14270/19. Registro Agrario Nacional. 22 de enero de 2020. Por unanimidad. Comisionado Ponente Francisco Javier Acuña Llamas.
http://consultas.ifai.org.mx/descargar.php?r=./pdf/resoluciones/2019/&a=RRA%2014270.pdf”  [Sic] 

Por otra parte adquiere aplicación, la figura jurídica de la plus petitio, esto es, que se adhirió información que no había sido solicitada. Por lo que, al haberse realizado en un momento posterior al ingreso de la solicitud original, el requerimiento adicional deviene infundado, debido a que no se planteó ante el Sujeto Obligado oportunamente. En consecuencia, resulta injustificado examinar tal petición, pues ésta no fue del conocimiento del Sujeto Obligado, por lo que, no tuvo la oportunidad legal de analizarla ni de pronunciarse sobre ella. Sirve de apoyo por analogía la siguiente tesis jurisprudencial con registro digital 178788[footnoteRef:2], en la que se establece lo siguiente: [2:  Tesis VI.2o.A. J/7, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 2005, pág. 1137.] 


CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. INOPERANCIA DE LOS QUE INTRODUCEN CUESTIONAMIENTOS NOVEDOSOS QUE NO FUERON PLANTEADOS EN EL JUICIO NATURAL.
Si en los conceptos de violación se formulan argumentos que no se plantearon ante la Sala Fiscal que dictó la sentencia que constituye el acto reclamado, los mismos son inoperantes, toda vez que resultaría injustificado examinar la constitucionalidad de la sentencia combatida a la luz de razonamientos que no conoció la autoridad responsable, pues como tales manifestaciones no formaron parte de la litis natural, la Sala no tuvo la oportunidad legal de analizarlas ni de pronunciarse sobre ellas.

Luego entonces determinada la litis, se centra en determinar la existencia de un Programa Municipal de Seguridad Pública para la administración actual, y la certeza jurídica de que se hayan proporcionado la totalidad de nombramientos solicitados.
Finalmente, en la etapa de manifestaciones, el Sujeto Obligado, es omiso en presentar su informe justificado; en tanto que el Recurrente, hace llegar un escrito en formato pdf, en el que esgrime alegatos, manifestando en síntesis que se debe proporcionar la información adicional que manifestó al momento de interponer el presente medio de impugnación. 

En este sentido, es pertinente enfatizar lo que, respecto al derecho de acceso a la información pública, refiere el artículo 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, que en su parte conducente dispone lo siguiente:

Artículo 5. […]

El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 

Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. 

Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.
II. La información referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas será protegida a través de un marco jurídico rígido de tratamiento y manejo de datos personales, con las excepciones que establezca la ley reglamentaria.
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
V. Los procedimientos de acceso a la información pública, de acceso, corrección y supresión de datos personales, así como los recursos de revisión derivados de los mismos, podrán tramitarse por medios electrónicos, a través de un sistema automatizado que para tal efecto establezca la ley reglamentaria y el organismo autónomo garante en el ámbito de su competencia. Las resoluciones que correspondan a estos procedimientos se sistematizarán para favorecer su consulta.
VI. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y los resultados obtenidos.
VII. La ley reglamentaria, determinará la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o jurídicas colectivas.

En ese orden de ideas, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé en su artículo 23, fracción IV, lo siguiente:

Artículo 23. Son sujetos obligados a transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos personales que obren en su poder:
[…]
IV. Los ayuntamientos y las dependencias, organismos, órganos y entidades de la administración municipal;
[…]

Es así como, conforme a los preceptos legales citados, se desprende que el derecho de acceso a la información pública es un derecho individual que puede ser ejercido ante cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo, tanto federales, como estatales, de la Ciudad de México, o Municipales, con el fin de que los particulares conozcan toda aquella información que es considerada como pública.

Asimismo, de los motivos de inconformidad expresados por el Recurrente, se estima que en el presente caso se actualizó la causal de procedencia del recurso de revisión prevista en la fracción V del artículo 179 de la Ley de Transparencia local, que a la letra estipula lo siguiente:

Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:

V. La entrega de información incompleta;

[…]

Así, que es conveniente traer a colación lo dispuesto en los artículos 4, 12 y 24 último párrafo de la Ley de Transparencia local, en los que se dispone lo siguiente:

Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.

Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.

Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

Artículo 24. […]

Los sujetos obligados solo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones.

De los preceptos en cita se desprende que toda la información que los sujetos obligados generen, posean o administren en el ejercicio de sus atribuciones, competencias o facultades es pública, así como que se encuentran constreñidos a hacer entrega de la información que les sea solicitada, que obre en sus archivos y en el estado en el que esta se encuentre, sin estar en la obligación de elaborar documentos ad hoc.

De tal forma que se debe señalar que los sujetos obligados no se encuentren constreñidos a generar documentos ad hoc para satisfacer los requerimientos planteados por los solicitantes, tal como se establece en el Criterio 03/17 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que a la letra dispone lo siguiente:

No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.

Bajo ese contexto, se procede al análisis de la naturaleza de la información requerida, y para ello resulta conveniente traer a contexto el contenido de los artículos 53 fracciones II, IV, IX y X, y 59 fracción V de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que dispone lo siguiente:

“Artículo 53. Las Unidades de Transparencia tendrán las siguientes funciones:
[…]
II. Recibir, tramitar y dar respuesta a las solicitudes de acceso a la información;
[…]
IV. Realizar, con efectividad, los trámites internos necesarios para la atención de las solicitudes de acceso a la información;
[…]
IX. Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información, sus respuestas, resultados, costos de reproducción y envío, resolución a los recursos de revisión que se hayan emitido en contra de sus respuestas y del cumplimiento de las mismas;
X. Presentar ante el Comité, el proyecto de clasificación de información;
[…]”

“Artículo 59. Los servidores públicos habilitados tendrán las funciones siguientes:
[…]
V. Integrar y presentar al responsable de la Unidad de Transparencia la propuesta de clasificación de información, la cual tendrá los fundamentos y argumentos en que se basa dicha propuesta;
[…]”

(Énfasis añadido)

Como se desprende de lo anterior, constituye una obligación de las Unidades de Transparencia de los Sujetos Obligados dar trámite a las solicitudes de acceso a la información, llevar trámites internos necesarios para la atención de las mismas (turnar la solicitud de información a las áreas competentes), presentar ante el Comité de Transparencia la propuesta de clasificación de información elaborada por los servidores públicos habilitados competentes, así como llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información, sus respuestas, resultados, la resolución a los recursos de revisión que se hayan emitido en contra de sus respuestas y el cumplimiento dado a las mismas.

En ese sentido se desprende que se pronuncia en respuesta el Director de Seguridad Ciudadana y Protección Civil, quien de conformidad al Bando Municipal, tiene atribuciones para salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos.
Del Bando Municipal 2025
Título Segundo
De la Organización Administrativa del Municipio
Capítulo Primero
De la Administración Pública
Artículo 40.- La Administración para satisfacer las necesidades generales que constituyen el objeto de los servicios y funciones públicas, las cuales se realizan de manera permanente y continua, siempre de acuerdo al interés público, se organiza: A. Dependencias: 
I. Secretaría del Ayuntamiento 
II. Secretaría Particular 
III. Secretaría Técnica
(…)
XVI. Dirección de Seguridad Ciudadana y Protección Civil
(…)
Del Código Reglamentario Municipal
Artículo 3.60.- La Dirección de Seguridad Ciudadana y Protección Civil es la Dependencia encargada de salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos. Comprende la prevención especial y general de los delitos, la investigación para hacerla efectiva, así como la investigación y la persecución de los delitos, la reinserción social del individuo y la sanción de las infracciones administrativas en el ámbito de su competencia. Asimismo, promoverá un adecuado control vial, señalización, regulación y vigilancia del tránsito peatonal y vehicular, de conformidad con las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 3.61.- La Dirección de Seguridad Ciudadana y Protección Civil tendrá además de las atribuciones que establecen la Constitución Federal, la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la Constitución Local, la Ley Orgánica, la Ley de Seguridad del Estado de México y la Ley de protección Civil del Estado Libre y Soberano de México, el despacho de las atribuciones siguientes: 

I. Proponer al Presidente Municipal el Programa Municipal de Seguridad Pública, en congruencia con el respectivo Programa Estatal; 
II. Organizar, operar, supervisar y controlar el cuerpo preventivo de seguridad pública municipal; 
III. Aplicar las directrices que conforme a sus atribuciones expresas dicten las autoridades competentes para la prestación del servicio, coordinación, funcionamiento, normatividad técnica y disciplina del cuerpo preventivo de seguridad pública; 
IV. Supervisar la actuación de los elementos a su cargo, en la investigación de delitos, bajo el mando y conducción del Ministerio Público; 
IX. Establecer el programa o acciones que propicien la seguridad social en el Municipio; 
XIII. Contar con las estadísticas delictivas y efectuar la supervisión de las acciones de seguridad pública municipal; 
XIX. Expedir las disposiciones administrativas correspondientes a la Seguridad Pública preventiva en el ámbito de su competencia; 
XXIX. Poner a disposición de las autoridades respectivas a las personas que infrinjan los ordenamientos legales del fuero estatal y federal;
 XXX. Poner a disposición del oficial mediador-conciliador y calificador a quienes infrinjan disposiciones de carácter administrativo y demás disposiciones, sujetos a calificación; 
(…)

Artículo 3.62.- La Dirección de Seguridad Ciudadana y Protección Civil para el cumplimiento de sus atribuciones, contará con la Secretaria Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública; la Subdirección de Seguridad Ciudadana; el Departamento de Prevención del Delito; el Centro de Control y Monitoreo de Prevención del Delito; y la Coordinación de Protección Civil.

Por lo que, el área respondiente, respecto de este punto, es la competente; en ese sentido, se realizó una indagatoria en internet y no se encontraron registros de contar con un Programa Municipal de Seguridad Pública para el ejercicio 2025, por lo que se da por colmado el punto con la información remitida.
En lo que respecta a los nombramientos, se tiene en cuenta que fueron pedidos de los siguientes servidores públicos:
Titular de Seguridad Pública 
Directores de Área
Subdirectores 
Jefes de Departamento
Jefes de turno según corresponda
Por lo que en respuesta, únicamente se entregan del Coordinador de C2 (actual), Subdirector (actual) y del Director (anterior administración).

Cabe referir que el Director de Seguridad Ciudadana y Protección civil, de la actual administración, es la misma persona a la cual se le asigno tal puesto en la administración pasada.

Del organigrama de 2024, se destaca que se encontraba vacante la plaza del Coordinador de Centro de Comando y Control (C2), por lo que se infiere fue asignada hasta el año de 2026, con el nombramiento que se remitió en respuesta.

Ahora bien, se revisó el organigrama 2025-2027, para la mencionada área y resulta de nuestro interés 6 Unidades Administrativas, conforme a lo descrito previamente.












Ahora bien, de la naturaleza de la información solicitada por el particular, tocante a los nombramientos y recapitulando lo solicitado por el particular, resulta conveniente traer a colación la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, cuyo objeto es regular las relaciones de trabajo, comprendidas entre los poderes públicos del Estado y los Municipios con sus servidores públicos, además de establecer lo referente a los nombramientos como se muestra a continuación:

ARTÍCULO 5.- La relación de trabajo entre las instituciones públicas y sus servidores públicos se entiende establecida mediante nombramiento, formato único de movimiento de personal, contrato o por cualquier otro acto que tenga como consecuencia la prestación personal subordinada del servicio y la percepción de un sueldo.
Para los efectos de esta ley, las instituciones públicas estarán representadas por sus titulares.

(…) 

CAPITULO II
De los Nombramientos

ARTÍCULO 49.- Los nombramientos, contratos o formato único de Movimientos de Personal de los servidores públicos deberán contener:
I. Nombre completo del servidor público;
II. Cargo para el que es designado, fecha de inicio de sus servicios y lugar de adscripción;
III. Carácter del nombramiento, ya sea de servidores públicos generales o de confianza, así como la temporalidad del mismo;
IV. Remuneración correspondiente al puesto;
V. Jornada de trabajo;
VI. Derogada;
VII. Firma del servidor público autorizado para emitir el nombramiento, contrato o formato único de Movimientos de Personal, así como el fundamento legal de esa atribución.

ARTÍCULO 50.- El nombramiento, contrato o formato único de Movimientos de Personal aceptado obliga al servidor público a cumplir con los deberes inherentes al puesto especificado en el mismo y a las consecuencias que sean conforme a la ley, al uso y a la buena fe.

Iguales consecuencias se generarán para todos los servidores públicos, cuando la relación de trabajo se formalice mediante un contrato o por encontrarse en lista de raya.

Atento a lo anterior, resulta claro que existe fuente obligacional que constriñe al Sujeto Obligado a generar la información interés del Particular, en consecuencia, la información solicitada; debe obrar en los archivos del Sujeto Obligado.

Por otra vertiente, se estima que el área que posee la información es la Dirección de Administración, por lo que la Unidad de Transparencia, debe observar lo dispuesto en el artículo 162 de la ley de Transparencia Estatal, a efecto de realizar el turno de la solicitud de información a todas las áreas que estime competentes para que realicen la búsqueda exhaustiva y razonable de la información, en su caso se proponga la clasificación de la información contenida en los documentales, de ser el procedente y se proporcione al particular.

Artículo 162. Las unidades de transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.


-De la Vista a la Dirección General de Protección de Datos Personales de este instituto.
Es necesario resaltar que el recurso de revisión previsto en la Ley de la materia no es el medio para investigar y, en su caso, sancionar a servidores públicos por la falta de cuidado de la protección de datos personales; es así que, de la información remitida en respuesta a la solicitud, se aprecia que se no se testo en definitiva el documento dejando  a la vista datos personales susceptibles de ser clasificados como confidenciales, que de manera enunciativa lo son calve CURP, RFC, correo electrónico particulares, entre otros, por lo que es necesario dar vista al área competente para que en ejercicio de sus atribuciones realice las investigaciones pertinentes por las omisiones detectadas atribuibles al Sujeto Obligado.

Por ello, es conveniente señalar las facciones XXV y  XXVII, del artículo 82, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, que establece:
Atribuciones del Instituto 
Artículo 82. El Instituto, además de las atribuciones encomendadas por la Ley de Transparencia y normatividad aplicable, tendrá las atribuciones siguientes:
XXV. Investigar las posibles violaciones a la seguridad de los datos personales a fin de determinar la práctica de verificaciones.
(…)
XXVII. Hacer del conocimiento de las autoridades competentes, la probable responsabilidad derivada del incumplimiento de las obligaciones previstas en la presente Ley y en las demás disposiciones que resulten aplicables.” (Énfasis añadido)

Por lo tanto, es menester dar vista a la Dirección General de Protección de Datos Personales de este Instituto para que en ejercicio de sus atribuciones atiendan las directivas marcadas en la propia Ley de la materia, con fundamento en el artículo 82 de la Ley de la materia, el cual señala la atribución de este Órgano Garante para Investigar las posibles violaciones a la seguridad de los datos personales a fin de determinar la práctica de verificaciones.

De la versión pública
Este Órgano Garante determina ordenar que la entrega de la información al Recurrente se haga en versión pública, esto es, omitiendo, eliminando o suprimiendo la información personal de cada funcionario público, susceptibles de ser clasificadas como confidencial o cualquier otro dato que ponga en riesgo la vida, seguridad o salud de dicha persona.

A este respecto, los artículos 3, fracciones IX, XX, XXI y XLV; 51 y 52, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios establecen:

“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 
…
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 

XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial; 

XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; 
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso. 

Artículo 51. Los sujetos obligados designaran a un responsable para atender la Unidad de Transparencia, quien fungirá como enlace entre éstos y los solicitantes. Dicha Unidad será la encargada de tramitar internamente la solicitud de información y tendrá la responsabilidad de verificar en cada caso que la misma no sea confidencial o reservada. Dicha Unidad contará con las facultades internas necesarias para gestionar la atención a las solicitudes de información en los términos de la Ley General y la presente Ley. 

Artículo 52. Las solicitudes de acceso a la información y las respuestas que se les dé, incluyendo, en su caso, la información entregada, así como las resoluciones a los recursos que en su caso se promuevan serán públicas, y de ser el caso que contenga datos personales que deban ser protegidos se podrá dar su acceso en su versión pública, siempre y cuando la resolución de referencia se someta a un proceso de disociación, es decir, no haga identificable al titular de tales datos personales.”

Así, los datos personales que obren en poder de los Sujetos Obligados deben estar protegidos, adoptando las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas necesarias para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, considerando además, que conforme al principio de finalidad, todo tratamiento de datos personales que efectúen deberá estar justificado en la Ley, lo anterior, en términos de lo dispuesto por el artículo 22, con relación con el 38, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, los cuales se transcriben para mayor referencia: 

“Artículo 22. Todo tratamiento de datos personales que efectúe el responsable deberá estar justificado por finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas, relacionadas con las atribuciones que la normatividad aplicable les confiera.

El responsable podrá tratar datos personales para finalidades distintas a aquéllas establecidas en el aviso de privacidad, en los casos siguientes:

I. Cuente con atribuciones conferidas en ley y medie el consentimiento del titular.
II. Se trate de una persona reportada como desaparecida, en los términos previstos en la presente Ley y demás disposiciones legales aplicables...

Artículo 38. Con independencia del tipo de sistema y base de datos en el que se encuentren los datos personales o el tipo de tratamiento que se efectúe, el responsable adoptará, establecerá, mantendrá y documentará las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, a través de controles y acciones que eviten su daño, alteración, pérdida, destrucción, o el uso, transferencia, acceso o cualquier tratamiento no autorizado o ilícito, de conformidad con lo dispuesto en los lineamientos que al efecto se expidan.” 

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares y de los servidores públicos toda vez que ésta tiene por objeto proteger datos personales, entendiéndose por tales, aquéllos que hacen identificable a una persona. 

En efecto, toda la información relativa a una persona física que le pueda hacer identificada o identificable constituye un dato personal en términos del artículo 4 fracción XI, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios; por consiguiente, se trata de información confidencial, que debe ser protegida por el Sujeto Obligado, en ese contexto, todo dato personal susceptible de clasificación debe ser protegido. 

Robustece lo anterior, el criterio sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 2518 del Tomo XXII, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Julio de 2008, de rubro y texto siguientes:

"TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LOS ARTÍCULOS 3o., FRACCIÓN II, Y 18, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLAN LA GARANTÍA DE IGUALDAD, AL TUTELAR EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES SÓLO DE LAS PERSONAS FÍSICAS. Si se toma en cuenta que la garantía constitucional indicada no implica que todos los sujetos de la norma siempre se encuentren en condiciones de absoluta igualdad, sino que gocen de una igualdad jurídica traducida en la seguridad de no tener que soportar un perjuicio (o privarse de un beneficio) desigual e injustificado, se concluye que los artículos 3o., fracción II, y 18, fracción II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, al tutelar sólo el derecho a la protección de datos personales de las personas físicas y no de las morales, colectivas o jurídicas privadas, no violan la indicada garantía contenida en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues tal distinción se justifica porque el derecho a la protección de los datos personales se refiere únicamente a las personas físicas por estar encausado al respeto de un derecho personalísimo, como es el de la intimidad, del cual derivó aquél. Esto es, en el apuntado supuesto no se actualiza una igualdad jurídica entre las personas físicas y las morales porque ambas están en situaciones de derecho dispares, ya que la protección de datos personales, entre ellos el del patrimonio y su confidencialidad, es una derivación del derecho a la intimidad, del cual únicamente goza el individuo, entendido como la persona humana."

Por ende, en el presente caso el Sujeto Obligado sólo podrá testar los datos referidos con antelación, clasificación que tiene que efectuar mediante las formalidades que la Ley impone, es decir, resulta necesario que el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado emita el Acuerdo de Clasificación correspondiente debidamente fundado y motivado, que sustente la versión pública, el cual deberá cumplir cabalmente con las formalidades previstas en el artículo 137, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como con los numerales aplicables de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, publicados en el Diario Oficial de la Federación en fecha quince de abril del año dos mil dieciséis, mediante Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

Lo anterior es así, puesto que ha de destacarse que el artículo 91, de la Ley de la Materia, dispone que el acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial. 

Por cuanto hace a la Clave Única de Registro de Población, constituye un dato personal, ya que tiene como finalidad registrar a cada una de las personas que integran la población del país, con los datos que permitan certificar y acreditar fehacientemente su identidad, la cual servirá para identificarla de manera individual.

Lo anterior, tiene sustento en los artículos 86 y 91, de la Ley General de Población, la cual señala lo siguiente:

“Artículo 86. El Registro Nacional de Población tiene como finalidad registrar a cada una de las personas que integran la población del país, con los datos que permitan certificar y acreditar fehacientemente su identidad.

Artículo 91. Al incorporar a una persona en el Registro Nacional de Población, se le asignará una clave que se denominará Clave Única de Registro de Población. Esta servirá para registrarla e identificarla en forma individual.”

Ahora bien, la Clave Única de Registro de Población, está integrada de 18 elementos representados por letras y números, que se generan a partir de los datos contenidos en un documento probatorio de identidad (acta de nacimiento, carta de naturalización o documento migratorio), la cual se integra de la primera letra del apellido paterno; seguida de la primera letra vocal del primer apellido; seguida de la primera letra del segundo apellido y por último la primera letra del nombre; fecha de nacimiento año/mes/día; sexo; Entidad Federativa o lugar de nacimiento; finalmente un digito verificador, compuesto de dos elementos, con el que se evitan duplicaciones en la Clave, identifican el cambio de siglo y garantizan la correcta integración. 

Al respecto, el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) a través del Criterio orientador 18/17, señala literalmente lo siguiente:

Clave Única de Registro de Población (CURP). La Clave Única de Registro de Población se integra por datos personales que sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo son su nombre, apellidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, constituyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de los habitantes del país, por lo que la CURP está considerada como información confidencial.

De lo anterior, se desprende que la Clave Única de Registro de Población, se encuentra vinculada al nombre de la persona, permitiendo identificar la edad, fecha de nacimiento, sexo, lugar de nacimiento, así como el código identificador; datos que únicamente le atañen a un particular, por lo que ésta constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable en términos de los artículos 2 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y  4 fracción XI de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios.

· Correo electrónico particular
El correo electrónico es un sistema de transmisión de mensajes por computadora a través de redes informáticas. Dicho dato se puede asimilar al teléfono o domicilio particular, cuya nomenclatura, se considera como un dato personal, toda vez que es un medio para comunicarse con la persona titular del mismo, la hace localizable e incluso identificable, al poder estar conformado por parte de su nombre o bien, fecha de nacimiento.

En ese sentido,  cabe señalar que el correo electrónico en estudio fue proporcionado por una servidora pública en su carácter de particular, por lo que, mantiene su carácter primigenio, es decir, que la titularidad de dicho dato corresponde a la persona física y no así en su calidad de trabajador del Gobierno; por lo que corresponde a un dato personal que actualiza la causal de clasificación establecida en el artículo 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

· Teléfono o celular particular
Al igual que el correo electrónico, el número asignado a un teléfono particular o celular permite localizar a una persona física identificada o identificable, ya sea a través de un dispositivo móvil o bien, en un lugar como el domicilio. 

En tales consideraciones, dicho dato personal es susceptible de ser clasificado como confidencial, con fundamento en el artículo 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Ello, sin pasar por alto que la clasificación respectiva tiene que cumplirse mediante las formalidades impuestas por la ley; es decir, mediante Acuerdo debidamente fundado y motivado, en términos de los numerales 49, fracción VIII, y 132, fracciones I, II y III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en vigor, así como los numerales Segundo, fracción XVIII, y del Cuarto al Décimo Primero de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, que literalmente expresan:

“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
…
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.”
“Segundo.- Para efectos de los presentes Lineamientos Generales, se entenderá por:
…
XVIII. Versión pública: El documento a partir del que se otorga acceso a la información, en el que se testan partes o secciones clasificadas, indicando el contenido de éstas de manera genérica, fundando y motivando la reserva o confidencialidad, a través de la resolución que para tal efecto emita el Comité de Transparencia.
Cuarto. Para clasificar la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial, el titular del área del sujeto obligado deberá atender lo dispuesto por el Título Sexto de la Ley General, en relación con las disposiciones contenidas en los presentes lineamientos, así como en aquellas disposiciones legales aplicables a la materia en el ámbito de sus respectivas competencias, en tanto estas últimas no contravengan lo dispuesto en la Ley General.
Los Sujetos Obligados deberán aplicar, de manera estricta, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia.

Quinto. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y leyes estatales, corresponderá a los Sujetos Obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia.

Sexto. Los Sujetos Obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen documentos o expedientes como reservados, ni clasificar documentos antes de que se genere la información o cuando éstos no obren en sus archivos.
La clasificación de información se realizará conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño y de interés público.

Séptimo. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente, o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley General, la Ley Federal y las correspondientes de las entidades federativas.
Los titulares de las áreas deberán revisar la clasificación al momento de la recepción de una solicitud de acceso a la información, para verificar si encuadra en una causal de reserva o de confidencialidad.
Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial.
Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.
En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación también deberá comprender las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva.
Tratándose de información clasificada como confidencial respecto de la cual se haya determinado su conservación permanente por tener valor histórico, ésta conservará tal carácter de conformidad con la normativa aplicable en materia de archivos.
Los documentos contenidos en los archivos históricos y los identificados como históricos confidenciales no serán susceptibles de clasificación como reservados.

Noveno. En los casos en que se solicite un documento o expediente que contenga partes o secciones clasificadas, los titulares de las áreas deberán elaborar una versión pública fundando y motivando la clasificación de las partes o secciones que se testen, siguiendo los procedimientos establecidos en el Capítulo IX de los presentes lineamientos.

Décimo. Los titulares de las áreas, deberán tener conocimiento y llevar un registro del personal que, por la naturaleza de sus atribuciones, tenga acceso a los documentos clasificados. Asimismo, deberán asegurarse de que dicho personal cuente con los conocimientos técnicos y legales que le permitan manejar adecuadamente la información clasificada, en los términos de los Lineamientos para la Organización y Conservación de Archivos.

En ausencia de los titulares de las áreas, la información será clasificada o desclasificada por la persona que lo supla, en términos de la normativa que rija la actuación del sujeto obligado.

Décimo primero. En el intercambio de información entre Sujetos Obligados para el ejercicio de sus atribuciones, los documentos que se encuentren clasificados deberán llevar la leyenda correspondiente de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VIII de los presentes lineamientos.”

De este modo, como ha sido señalado en la presente resolución, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de particulares mediante el debido Acuerdo fundado y motivado en el que el Sujeto Obligado precise las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, asimismo, es claro que el mismo debe aplicar de manera restrictiva y limitada las hipótesis de clasificación y no hacerlas valer de manera general. Es importante señalar que, para acreditar dichos supuestos jurídicos se debe fundar y motivar correctamente la categorización de la información.

Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar.

Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho.

Más aún, a través de diversa jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Federación se sostiene que la finalidad de la fundamentación o motivación es la de explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión de la autoridad:

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente, por qué, a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado que la sustente, en el que se expongan los fundamentos y razones que llevaron a la autoridad a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que el no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no señalar las razones por las que no se aprecian determinados datos, ya sea porque se testan o suprimen, deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones de ello se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante.

Finalmente, y en mérito de lo expuesto en líneas anteriores, con fundamento en la segunda hipótesis del artículo 186, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de 00008/JILOTEPE/IP/2026, que ha sido materia del presente fallo,


S E RESUELVE

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por El Sujeto Obligado a la solicitud de información número 00008/JILOTEPE/IP/2026, en términos del Considerando CUARTO de esta resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) en términos del considerando CUARTO de esta resolución, haga entrega de ser procedente, en versión pública de lo siguiente:

1. Nombramiento, formato único de movimiento de personal o documento análogo del Director de Seguridad Ciudadana y Protección Civil, del Secretario Técnico del Consejo Municipal, del Coordinador de Protección Civil, del Jefe o Jefa del Departamento de Traslados y del Jefe o Jefa del Departamento de Permisos y Licencias, vigentes al cinco de febrero de dos mil veintiséis.

Para la entrega en versión pública deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del Recurrente.

TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE a la parte Recurrente la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

SEXTO. GÍRESE oficio al Titular de la Dirección General de Protección de Datos Personales, en atención al artículo 24 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (CON VOTO PARTICULAR CONCURRENTE)  Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (CON VOTO PARTICULAR CONCURRENTE), EN LA DÉCIMA QUINTA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL VEINTIOCHO DE ABRIL DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
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